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SENTENCIA SEGUNDA INSTANCIA- LEY 1437 DE 2011 

 

  ASUNTO 

 

La Sala decide el recurso de apelación presentado por la parte 

demandada contra la sentencia de 19 de abri l  de 2018, por medio 

de la cual el Tribunal Administrat ivo de Santander1,  accedió a las 

súplicas de la demanda instaurada en contra de  la Nación- 

Minister io de Defensa Nacional - Policía Nacional.  

 

I .  ANTECEDENTES  

 
1. LA DEMANDA 2 

 

Los señores Ronald Yesid Figueroa López, Fredy Gonzalo Rivera 

Mejía, José Antonio Ramos Guil lén y Paul Yesid Caballero Garcés  

actuando por conducto de apoderado y en ejercic io del  medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho que establece el 

                                                           
1 Mag i s t rado  po nen te  So la nge  B lanc o  V i l l am iza r .  
2 Fs .  5 -80  y  ad i c i ón  Fs .  292 -297 .  
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artículo 138 del Código de Procedimiento Administrat ivo y de lo 

Contencioso Administrat ivo, demandó a  la Nación- Ministerio de 

Defensa Nacional- Policía Nacional en procura de obtener el 

reconocimiento y pago de las s iguientes declaraciones y condenas:   

 

1.1. Pretensiones 

 

(i) Declarar la nulidad parcial de  la Resolución No. 01274 del 09 

de abril  de 2015, proferida por el director general de la Policía 

Nacional,  por medio de la cual se declara la pérdida de ejecutoria 

de la Resolución No. 01501 del 09 de mayo  de 2011 que ejecutó 

una sanción discipl inaria , y se ordena el reintegro de los 

demandantes al cargo que desempeñaban en la entidad 

demandada. 

 

(i i) Declarar la nulidad del  Oficio No. S-20151826461-

SEGENARJUR-15.1 del 26 de junio de 2015 ,  proferida por el 

secretario general de la Policía Nacional ,  por medio del cual niega 

el pago de salarios y prestaciones  sociales a los actores, desde la 

fecha de ret iro hasta el reintegro a dicha inst i tución.  

 

(i i i)  A título de restablecimiento del derecho solicitó que se 

condene a la entidad demandada a:  

 
a) Restablecer la antigüedad y demás requisitos legales de los 

demandantes como miembros de la Policía Nacional.  

b) Declarar que para todos los efectos legales no ha exist ido 

solución de continuidad en la prestación de servicio s de los 

demandantes, desde el 09 de mayo de 2011 cuando fueron 

ret irados del servic io hasta el 09 de abri l  de 2015 cuando fueron 

reintegrados.  

c) Condenar a la entidad demandada a pagar a cada uno de los 

demandantes los salarios, primas, subsidios, vacacione s, 

prestaciones socia les y demás emolumentos salariales dejados 

de percibir entre el  09 de mayo de 2011 y el 09 de abri l  de 2015.  
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d) Dar cumplimiento a la sentencia que se prof iera en los términos 

de la Ley 1437 de 2011.  

 

1.2. Fundamentos fácticos 

 

Como sustento de las pretensiones se indicó lo siguiente:  

 

( i).  Ref iere la demanda que la Of icina de Control Interno del 

Departamento de Policía Magdalena Medio, bajo el radicado  No. 

DEMAM- 2011-1, abrió investigación discipl inaria en contra de los 

demandantes, en la que se prof ir ió decisión sancionatoria de 

destitución e inhabil idad discip l inaria para ocupar cargos públicos 

por el término señalado respecto de cada sancionado. Así mismo, 

se informa que los sancionados fueron investigados bajo las 

mismas circunstancias, informes de novedad y acervo probatorio 

tanto test imonial  como documental.  

 

( i i ) .  El 19 de diciembre de 2013 se radicaron solicitudes individuales 

de revocatoria directa del acto sancionatorio  DEMAM 2011-1 del 

16 de enero de 2011 ante el despacho del señor Procurador General 

de la Nación, bajo los Nos: 43174 y 436175  del 19 de diciembre de 

2013, respecto de los señores Ronald Yesid Figueroa López y Fredy 

Mejía Gonzalo Guil len; el  20 de febrero  de 2014, radicado No. 

54980 del señor José Antonio Ramos Guil len; y el  22 de junio de 

2014, radicado No. 178015 frente al señor Jean Paul Caballero 

Garcés. 

 
( i i i ) .  En virtud de lo anterior, mediante autos individuales se admit ió 

el estudio de la revocator ia directa de los señores Figueroa López 

y Ramos Guil len. Así mismo, se dispuso no acceder a la petición de 

revocator ia directa incoada por la defensa  del señor Fredy Gonzalo 

Rivera Mejía. 

 
( iv).  Luego, mediante decisión del 05 de noviembre de 2014 dentro 

de los radicados 436174 y 54980 se dispuso revocar directamente 
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la decisión discipl inaria de primera instancia de fecha 04 de abri l  

de 2011 y decretar la nul idad de la actuación a part ir del a uto de 

indagación prel iminar.  

 
(v).  Mediante derecho de petición presentado ante la Procuraduría 

General de la Nación, se deprecó el amparo constitucional de 

igualdad, y en consecuencia , se solicitó decretar que los efectos 

jurídicos del auto del 5 de noviembre de 2014 se extendieran a las 

peticiones de revocatoria de los discipl inados Fredy Mejía Gonzalo 

Rivera y Jean Paul Caballero Garcés.  

 
(vi).  A través de comunicación No. 189760 del 04 de diciembre de 

2014, la Procuraduría General de la Nación aclaró que los efectos 

de la decisión de revocatoria directa  del 5 de noviembre de 2014 

cobijaba a todos los discipl inados.  

 
(vi i ).  Por Resolución No. 1274 del 09 de abri l  de 2015 , la Policía 

Nacional declaró la pérdida de la fuerza ejecutoria de la Resolución 

01501 del 09 de mayo de 2014, y  ordenó el reintegro al servic io 

act ivo de los demandantes, pero no se pronunció sobre el pago de 

salarios y haberes prestacionales dejados de percibir durante el 

t iempo de destitución.  

 
(vi i i ) .  Mediante petición del 02 de junio de 2015, los demandantes 

solicitaron a la Policía Nacional el pago de los haberes, sueldos, 

primas, reajustes y demás emolumentos dejados de percibir durante 

el lapso que estuvo vigente la sanción.  

 
( ix).  A través del Of ic io S-205-183461 SEGEN-ARJU-15.1 del 26 de 

junio de 2015, la entidad demandada negó la anterior petición.  

 

1.3. Normas violadas y concepto de violación  

 

En la demanda se invocaron como disposiciones vulneradas las 

siguientes:  
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De orden constitucional :  art ículos 11 a 21, 23, 24, 26 a 31, 33, 

34, 37 y 40. 

De orden legal: Decreto 1091 de 1995 y Ley 734 de 2002.  

 

Al desarrol lar el concepto de la violación ,  precisó que los actos 

administrat ivos demandados violan el derecho a la igualdad de los 

actores, pues el director general de la Policía Nacional,  en otros 

casos de revocatoria directa de fal los sancionatorios, ha 

garantizado a los uniformados reintegrados todos los derechos. 

 

Así mismo, indicó que la entidad demandada desconoce los 

pronunciamientos del Consejo de Estado , en el que se ha precisado 

que los efectos de la revocator ia directa por i legalidad de los actos , 

se retrotraen al estado anterior.  

 

En consecuencia, af irmó que la revocatoria directa de la sanción 

discipl inaria deja a los demandantes como “inocentes”, por lo que 

deben recibir los salarios dejados de percibir.  

 
 

2. CONTESTACIÓN 

 

2.1.El Ministerio de Defensa Nacional - Policía Nacional 3,  a través 

de apoderado judicial,  contestó la demanda y se opuso a las 

pretensiones; sostuvo que no existe el derecho reclamado de 

reconocimiento de acreencias laborales y t iempo de servicios 

mientras fueron objeto de desvinculación por causa de la sanción 

discipl inaria, por la naturaleza de «efectos a futuro» que t iene la 

revocator ia, que no equivalen a una nulidad, teniendo vida propia 

la sanción que recayó sobre cada uno y que se encuentra incólume 

desde que fue expedida hasta el momento de la revocatoria por el 

Procurador General de la Nación.  

 

                                                           
3 Fs .  308 -332 .  
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Sostuvo que, el reintegro de los demandantes realizado en 

cumplimiento de la decisión del jefe del Ministerio Públ ico se dio 

observando los requisitos propios de la f igura de la pérdida de 

ejecutoria de los actos administrat ivos, puesto que la sanción 

discipl inaria nació a la vida juríd ica y fue ef icaz , pues produjo la 

consecuencia de ret irar del  servicio a los hoy demandantes, sin que 

fuera demandada en sede judicial;  y con la pérdida de fuerza 

ejecutoria de los actos administrat ivos que contienen la mencionada 

sanción solo se ext inguen sus efectos jurídicos, pero no t iene como 

consecuencia la inexistencia de dichos actos . 

 

A su vez, sostuvo que la pérdida de ejecutoria de los actos 

administrat ivos solo afecta la ef icacia, por lo que la Resolución No. 

01274 del 09 de abri l  de 2015 se ajustó a derecho al  reconocer la 

sanción discipl inaria impuesta, es decir nació a la vida juríd ica, fue 

vál ida y de al l í que se cumpliera.  

 

3. AUDIENCIA INICIAL  4 

 

En audiencia inicial celebrada el 2 de mayo de 2017, el Tribunal 

Administrat ivo de Santander resolvió ( i )declarar saneado el proceso 

(i i )que no había excepciones previas que resolver , ( i i i )  f i jó el l i t igio,  

como se transcribe a continuación:  

 

“(…) Para la parte actora, los actos acusados que le niegan la 
petición elevada en sede administrat iva adolecen de nulidad, 
porque en su entender , con la pérdida de ejecutoria del acto de 
ret iro, surge el derecho al reintegro sin solución de continuidad 
y al reconocimiento del t iempo comprendido mientras fueron 
objeto de desvinculación por causa de la sanción discip l inaria, 
el lo, además, porque así lo reconoció la entidad demandada 
frente a otros reintegrados, vulnerándose con los actos 
acusados el derecho a la igualdad. Es decir sol icita que se 
reconozca el  t iempo, salarios, pr ima, subsidios, prestaciones 
sociales y demás emolumentos (…)”.  

 

                                                           
4 Fo l i os  338 -339 .       
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De igual forma (iv)declaró fal l ida la concil iación; (v) decretó las 

pruebas solicitadas por las partes, y (vi)en audiencia de pruebas de 

13 de jul io de 20175 corrió traslado para alegar a las partes.  

 

4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 6  

 

El Tribunal Administrat ivo de Santander prof ir ió sentencia el 19 de 

abri l  de 2018 en la cual accedió a las pretensiones de la demanda.  

 

Como sustento jurídico de su decisión consideró lo siguiente : 

 

( i) El Procurador General de la Nación mediante providencia del 05 

de noviembre de 2014 decidió revocar la sanción discipl inar ia 

impuesta a los demandantes y declarar la nulidad de todo lo actuado 

a part ir de la indagación prel iminar.  

 

( i i )  Sostuvo que, si b ien la pérdida de fuerza ejecutoria y e l  

decaimiento t ienen efectos a futuro, lo cierto es que en virtud de la 

nulidad procesal de todo lo actuado que se declara con fundamento 

en una situación que ocurre mucho antes de la expedición del acto 

sancionator io por violación al  derecho fundamental al debido 

proceso, al incorporarse al proceso discipl inario pruebas i l íc itas, 

dicha nulidad afecta por ministerio del art ículo 145 del CDU a este 

acto sancionatorio que era el fundamento de la Resolución No. 1501 

de 2011, desapareciendo todos los efectos que haya alcanzado a 

producir el acto sancionatorio, ente el los el de la desvinculación 

laboral y e l no pago de salarios, prestaciones y demás emolumentos 

dejados de percibir.   

 

Lo anterior, puesto que, la nulidad procesal declarada por el 

Procurador, en vir tud del artículo 145 del CDU, surge efectos ex 

tunc  que hacen que las cosas se retrotraigan a su estado anterior, 

                                                           
5 Fs .  381 -382 .  
6 Fs .  414 -423 .  
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debiendo el acto de ejecución o Resolución 1501  de 2011 seguir la 

misma suerte del acto principal o sancionatorio.  

 

( i i i )  Consideró que en virtud del artículo 145 del CDU que establece 

efectos ex tunc  a la nulidad procesal declarada en una investigación 

discipl inaria, la sanción de destitución e inhabil idad impuesta a los  

demandantes desapareció del mundo jurídico , y con el la , todos los 

efectos que haya alcanzado a producir,  entre estos, la 

desvinculación laboral y el no pago de salarios y prestaciones y 

demás emolumentos dejados de percibir,  dando paso a la 

declaratoria de nul idad parcial de la Resolución No. 1274 de 2015 

aquí acusada en cuanto niega tácitamente ese pago , y la nulidad 

total del Of icio S-2015-183461 del 26 de junio de 2015.  

 

( iv) Dentro del proceso se acreditó documentalmente que dos 

miembros de la Policía Nacional d iferentes a los demandantes, 

fueron reintegrados al servicio en cumplimiento de revocator ias 

directas a sanciones discipl inar ias, reconociendo efectos 

retroactivos y l iquidando los salarios y demás emolumentos dejados 

de percibir durante el t iempo de desvinculación.  

 

(v).  Así las cosas, concluyó que la Policía Nacional dio un trato 

desigual a los demandantes en relación con la regla aplicada en 

otros casos, como se desprende de las Resoluciones 3340/08 y 

952/12, sin que se expusieran las razones que just i f icaran ese trato 

desigual o algún criterio que permita establecer por qué la Policía 

Nacional aplica a un conjunto de personas consecuencias jurídicas 

dist intas estando en la misma situación jurídica. Por lo anterior,  la 

decisión contenida en el acto demandado se muestra 

discriminatoria  en la medida en que no es palpable que persiga un 

f in legít imo, ni que la negativa de reconocimiento y pago de las 

acreencias laborales sea la única medida para conseguir lo  

estructurándose otra razón para la declaratoria de nulidad 

pretendida. 
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(vi).  Por lo anterior, el Tribunal declaró la nulidad de los actos 

administrat ivos acusados y condenó a la entidad demandada a 

reconocer y pagar a cada uno de los demandantes, las acreencias 

laborales dejadas de percibir por el t iempo que estuvieron 

desvinculados del servic io en cumplimiento de  la decisión 

discipl inaria del 04 de abri l  de 2011 proferida dentro del expediente 

DEMAM-2011-1. Así mismo, incluyó el reconocimiento y pago de los 

aportes a seguridad social a cargo del empleador y el descuento 

que por tal concepto se haga a cargo de los actores.  

 

Finalmente, condenó a la demandada a reconocer como t iempo 

efect ivamente prestado y para todos los efectos  legales, s in 

solución de continuidad, el lapso en que cada demandante estuvo 

desvinculado del servicio en cumplimiento de  la decisión 

discipl inaria del 04 de abri l  de 2011 proferida dentro del expediente 

DEMAM-2011-1. 

 

5. RECURSO DE APELACIÓN 

 

La entidad demandada presentó recurso de apelación 7 en contra 

de la sentencia proferida por el Tribunal Administrat ivo de 

Santander en el que manifestó que la Resolución No. 01274 del 09 

de abri l  de 2015 cumplió con los requisitos establecidos dentro de 

ésta f igura jurídica de la pérdida de ejecutoria de los actos 

administrat ivos como son la existencia, val idez, ef icacia y f irmeza, 

teniendo en cuenta que el mencionado acto administrat ivo nació a 

la vida jurídica una vez suscrito por el  director general de  la Policía 

Nacional,  fue válido en la medida en que se adecuó perfectamente 

a las exigencias del ordenamiento jurídico, ef icaz toda vez que 

produjo la consecuencia de ret irar del servicio act ivo a los actores, 

y así mismo adquir ió su f irmeza al haber sido  notif icado en debida 

forma y no haber sido controvert ido en sede judicial,  manteniéndose 

                                                           
7 Fs .  429 -440 .  
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en la vida juríd ica, situación por la cual no están l lamadas a 

prosperar las pretensiones de la demanda.  

 

( i i ) .  La entidad demandada no ha dado trato desigual o 

discriminatorio a los demandantes dado que siempre ha actuado de 

acuerdo a lo establecido en la Consti tución y la Ley,  por lo que no 

es de buen recibo la tesis p lanteada, máxime cuando dentro de la 

presente l i t is no aplica el  principio de igualdad, ya  que no se puede 

estar por encima de la ley, y si  bien es cierto que dentro del plenario 

existen pruebas de que se efectuaron reconocimientos a 

funcionarios que tuvieron similares condiciones fáct icas y jurídicas,  

lo plausible es efectuar una verif icación de estos casos y tomar las 

acciones pert inentes para no reconocer emolumentos a los que no 

t ienen derecho. 

 

( i i i ) .  Ref ir ió que, la disposición de la Procuraduría f rente a lo que 

hoy se debate t iene efectos netamente admini strativos y no 

jurisdiccionales, como quiera que los efectos de la revocator ia 

directa de las decisiones discip l inarias son los de anular, revisar y 

absolver,  sin que el lo implique el resarcimiento en materia 

patrimonial o indemnizatoria, dejando de presen te que el hecho de 

que la Procuraduría General de la Nación haya revocado una 

providencia de carácter discipl inario,  no implica el reconocimiento 

de t iempos de servicios y pago de emolumentos dejados de percibir  

por el personal uniformado.  

 

( iv).  El hecho de presentarse la f igura de la pérdida de fuerza 

ejecutoria por la causal de decaimiento de l acto administrat ivo al 

haber desaparecido los fundamentos de hecho y de derecho que 

dieron origen al acto de ejecución de una sanción discipl inaria  no 

genera la nulidad del mismo, dejando claridad que la pérdida de 

fuerza ejecutoria del acto administrat ivo en cita, involucra la 

inejecutabil idad de la sanción discipl inaria a part ir de la decisión 
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de revocatoria proferida por la Procuraduría General de la Nació n y 

no t iene efectos indemnizatorios o patrimoniales.  

 

(v).  Mediante pronunciamiento de la Procuraduría General de la 

Nación de fecha 05 de noviembre de 2014 se resolvió revocar el 

fal lo sancionatorio de primera instancia proferido por la Of icina de 

Control Interno del Departamento de Policía  con el cual se sancionó 

a los actores, circunstancia que implicó que desaparecieran los 

fundamentos de hecho y de derecho que habían dado lugar a la 

expedición del acto administrat ivo de ejecución de la sanción 

discipl inaria a los policías, presentándose entonces la f igura del 

decaimiento del acto y por ende la pérdida de l a fuerza ejecutoria 

de la Resolución No. 01274 del 09 de abri l  de 2015.  

 

En consecuencia, no es jurídicamente viable reconocer como 

t iempo de servicio el lapso comprendido entre la fecha de ret iro de 

los demandantes y el reintegro de los mismos, así como el pago de 

los haberes dejados de percibir,  como quiera que el acto 

administrat ivo por medio del cual se conf igura el decaimiento es 

vál ido y sus efectos son hacia el futuro . 

 

6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

Por autos calendados el 14 de septiembre de 2018 8 y 11 de 

diciembre de 20189,  se admit ió el recurso de apelación interpuesto 

y se ordenó correr traslado para alegar de conclusión en segunda 

instancia, respectivamente.  

 

6.1. La apoderada de la demandada10 reiteró los argumentos del 

recurso de apelación.  

 

                                                           
8 F .  459  
9 F . 465 .  
10 F .   475 -481 .  
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6.2.La parte actora y e l agente del Ministerio Público  guardaron 

si lencio como se desprende del informe secretarial a fol io 482 . 

 

Como no se observa causal que invalide lo actuado, procede la Sala 

de Subsección a decidir,  previas las siguientes,    

 
 

I I .  CONSIDERACIONES 

 

1. Competencia  

 

De conformidad con el artículo 150 del Código de Procedimiento 

Administrat ivo y de lo Contencioso Administrat ivo 11,  el Consejo de 

Estado es competente para resolver el recurso de apelación 

interpuesto.  

 

Asimismo, conforme a lo dispuesto en el artículo 328 12 del Código 

General del Proceso, la competencia del juez de segunda instancia 

está circunscrita a los argumentos expuestos por el apelante. No 

obstante, en caso de que ambas partes hayan apelado la sentencia, 

el superior resolverá sin l imitaciones.  

 

En el presente caso, la entidad demandada es apelante único, 

razón por la cual la competencia de la Sala de Subsección se 

encuentra l imitada por el objeto mismo del recurso, cuyo marco está 

def inido por el juicio de reproche esbozado por la parte apelante.  

                                                           
11 «E l  Cons e jo  de  Es tado ,  en  Sa la  de  l o  Con tenc ioso  Adm in i s t ra t i vo  c onoc erá  en  s egunda  
i ns tanc ia  de  l as  ape lac ion es  de  l as  s en tenc ias  d i c t adas  en  p r im era  i ns tanc ia  po r  l os  t r i buna l es  
adm in i s t ra t i vos  y  de  l as  ape lac iones  de  au tos  s us cep t i b l es  de  es te  m ed io  de  im pugnac ión ,  
as í  c om o de  l os  rec u rs os  de  que ja  c uando  no  s e  c onc eda  e l  de  ape lac ión  po r  pa r t e  de  l os  
t r i buna les ,  o  s e  c onc eda  en  un  e fec to  d i s t i n t o  de l  que  c o r r es ponda ,  o  no  s e  c onc edan  l os  
e xt rao rd ina r i os  de  re v i s i ón  o  de  un i f i c ac ión  de  j u r i s p rude nc ia . […] »  
12 «ARTÍCULO 328 .  COMPETENCIA DEL  SUPERIOR.  E l  j uez  de  s egunda  i ns tanc ia  deber á  
p ronu nc ia rs e  s o lam en te  sob re  l os  a rgum en tos  expu es tos  po r  e l  ape la n te ,  s i n  pe r j u i c i o  de  l as  
dec i s i ones  que  deba  ado p ta r  de  o f i c i o ,  en  l os  c as os  p rev i s t os  po r  l a  l ey .  
S in  em bargo ,  c uando  am bas  pa r t es  hayan  ape lado  t oda  l a  s en tenc ia  o  l a  que  no  ape ló  hub ie re  
adher i do  a l  rec u rs o ,  e l  s uper i o r  res o l v e rá  s i n  l im i t ac iones .  En  l a  ape lac ión  de  au tos ,  e l  
s uper i o r  s ó lo  t end rá  c ompe tenc ia  pa ra  t ram i t a r  y  dec id i r  e l  rec u rs o ,  c onde nar  en  c os tas  y  
o rden ar  c op ias .  
E l  j uez  no  pod rá  h ac e r  m ás  des favo rab le  l a  s i t uac ión  de l  a pe lan te  ún i c o ,  s a l v o  que  en  r azó n  
de  l a  m od i f i c ac ión  f ue ra  i nd i s pens ab le  re f o rm ar  pun t os  ín t im am ente  re l ac ionados  c on  e l l a .  
En  e l  t rám i t e  de  l a  ape lac i ón  no  s e  p odr án  p rom over  i nc i den tes ,  s a l vo  e l  de  re c us ac ión .  Las  
nu l i dades  p r oc es a les  deberán  a leg a rs e  du ra n te  l a  au d ie nc ia . »  
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2. Problema jurídico 

 

De conformidad con los argumentos expuestos en el recurso de 

apelación y los fundamentos de la sentencia impugnada, a la Sala 

de Subsección le corresponde determinar  si ¿los demandantes 

t ienen derecho al pago de los salarios y prestacio nes sociales 

dejados de percibir con ocasión del reintegro al cargo que 

desempeñaban en la Policía Nacional  conforme a la Resolución No. 

01274 del 09 de abri l  de 2015, que declaró la pérdida de fuerza 

ejecutoria de la Resolución No. 01501 del 09 de mayo de  2011, por 

la cual se ejecutó una sanción discipl inaria, en razón a  la decisión 

de la Procuraduría General de la Nación de revocar la decisión  

discipl inaria de primera instancia del 04 de abri l  de 2011  y declarar 

la nulidad de todo lo actuado a part ir del  auto de indagación 

prel iminar? 

 

Para tal efecto, se deberá determinar concretamente ¿cuáles son 

los efectos de la pérdida de la fuerza ejecutoria del acto 

administrat ivo con ocasión de la revocator ia de  la decisión  

discipl inaria?, y si en el presente caso ¿se vulneró el principio de 

igualdad? 

 

Con ese propósito, la Sala se referirá al marco normativo y 

jurisprudencial aplicable a la revocatoria directa en materia 

discipl inaria, y luego, analizará el i ter  administrat ivo, para luego dar 

respuesta a los interrogantes planteados.  

 

3. Marco jurídico  

 

3.1. Revocación directa de los actos administrativos.   
  
 

El artículo 93 del Código de Procedimiento Administrat ivo y de lo 

Contencioso Administrat ivo trae como causales para revocar actos 

administrat ivos generales, impersonales y abstractos, por las 
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mismas autoridades que los hayan expedido o por sus superiores 

jerárquicos o funcionales, de of icio o a petición de parte, las 

siguientes:  ( i)  Cuando sea manif iesta su oposición a la Constitución 

Polít ica o a la ley; ( i i)  cuando no estén conformes con el interés 

público o social,  o atenten contra él y ( i i i )  cuando con  el los se cause 

un agravio injust i f icado a una persona.   

  

En efecto,  la revocatoria de los actos administrat ivos por parte de 

la administración,  está relacionada indiscutiblemente con el 

principio de autotutela o auto control,  que le permite quitar del  

ordenamiento jurídico sus propios actos, claro está en atención a 

las causales expresamente previstas para el lo.    

 
 
3.2. Revocatoria directa en materia disciplinaria.  
 

En materia discip l inaria, la revocatoria directa constituye una 

excepción a la estabil idad de la decisión ejecutoriada que pone f in 

al proceso discipl inario, y su existencia se just i f ica por la 

importancia de los valores que busca proteger re lacionados con  la 

legal idad, la l ibertad de los administrados y la just icia.  

 

Normativamente se encuentra descrita en los artículos 122 a 127 

de la Ley 734 de 200213 y como característ icas fundamentales se 

desprenden las siguientes:  

                                                           
13  ART ÍCULO 122 .  PROCEDENCIA .  M odi f i cado  por  e l  a r t í cu lo  47  de  l a  Le y 1474  de  201 1  
de  l a   PROCEDENCI A D E  L A REVOC ATO RI A DIRECT A .   E l  a r t í c u lo  122  d e  l a  Ley  734  
queda rá  as í :  Los  f a l l os  s anc iona to r i os  y  au tos  de  a r c h i vo  podr án  s e r  re voc ado s  de  o f i c i o  o  a  
pe t i c i ón  de l  s anc ionado ,  po r  e l  P roc u rador  Gen era l  de  l a  Nac ión  o  po r  qu ien  l os  p ro f i r i ó .  E l  
que jos o  pod rá  s o l i c i t a r  l a  revoc a to r i a  de l  au to  de  a r c h i vo .  
P AR ÁG R AFO 1o .  Cu ando  s e  t ra t e  de  f a l t as  d i s c ip l i na r i as  qu e  c ons t i t uyen  v i o l ac iones  a l  
Derec ho  I n t e r nac iona l  de  l os  Derec hos  Hum anos  y  de l  Der ec ho  I n t e rn ac iona l  Hum an i t a r i o ,  
p roc ede  l a  re voc a to r i a  d e l  f a l l o  abs o lu to r i o  y  de l  a rc h i vo  de  l a  ac tuac ión  po r  pa r t e  de l  
P roc u rador  Gen era l  de  l a  Nac ión ,  de  o f i c i o  o  a  pe t ic i ón  de l  que jos o  que  t enga  l a  c a l i dad  de  
v íc t im a  o  pe r j ud i c ado .  
P AR ÁG R AFO 2o .  E l  p l azo  pa ra  p roc ed er  a  l a  re voc a to r i a  s e rá  de  t res  (3 )  m eses  c a lendar i o .  
 
ART ÍCULO 123 .  CO MPETENCIA  M od i f i cado  por  e l  a r t í cu lo  48  de  l a  Le y 1474  de  2 011 .  
COM PETENCI A.   E l  a r t í c u lo  123  de  l a  Ley  7 34  de  2 002  qued ará  as í :  
Los  f a l l os  s anc iona to r i os  y  au tos  de  a rc h i vo  pod rán  s e r  rev oc ados  po r  e l  f unc iona r i o  que  l os  
hub ie r e  p ro fe r i do  o  po r  s u  s uper i o r  f unc iona l .  
P AR ÁG R AFO.  E l  P roc u rador  Gener a l  de  l a  Nac ión  podrá  re voc a r  de  o f i c i o  l os  f a l l os  
s anc iona to r i os ,  l os  au tos  de  a rc h i v o  y  e l  f a l l o  abs o l u to r i o ,  en  es te  ú l t im o  eve n to  c ua ndo  s e  
t ra t e  de  f a l t as  d i s c i p l i na r i as  que  c ons t i t uyen  v i o l ac iones  de l  Derec ho  I n t e rn ac iona l  de  l os  
Derec hos  Hum anos  y  de l  Derec ho  I n t e rn ac iona l  Hum an i t a r i o ,  e xped i dos  po r  c ua lqu ie r  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0734_2002_pr003.html#122
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0734_2002_pr003.html#123
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-   Procede contra fal los sancionatorios.  
 
-   Opera de of icio o a petición del sancionado.  
 
-  La competencia para revocar un fal lo es del funcionario que 

lo prof ir ió, o de su superior jerárquico, o del Procurador 
General de la Nación.   

 
-  Como causales de revocación se consagran la infracción 

manif iesta de las normas constitucionales, legales o 
reglamentarias y la vulneración o amenaza manif iesta de los 
derechos fundamentales.  

 
-   Es requisito esencial,  si  la revocator ia es solicitada por el 

sancionado, que contra el fa l lo cuya revocatoria se sol icita, 
no se hubieren interpuesto recursos ordinarios.  

 
-   La petición de revocatoria y su decisión no reviven términos 

para el ejercicio de acciones contencioso-administrat ivas. 
 

Como causal para revocar un fal lo sancionatorio , la ley ha señalado 

el que la decis ión sea manif iestamente contraria a las normas 

                                                           
f unc iona r i o  d e  l a  P roc u radur ía  o  au to r i dad  d i s c i p l i na r i a ,  o  as um i r  d i r ec tam en te  e l  
c onoc im ien to  de  l a  pe t i c i ón  de  revoc a to r i a ,  c uando  l o  c ons ide re  nec es ar i o ,  cas o  en  e l  c ua l  
p ro fe r i rá  l a  dec i s i ón  c o r re s pond ien te .  
(…)  
 
ART ÍCULO 125 .  REVOCATORIA  A  SOLICITUD DEL SANCIONADO.  E l  s anc ionado  p odr á  
s o l i c i t a r  l a  revoc ac ión  t o t a l  o  pa rc i a l  de l  f a l l o  s anc iona to r i o ,  s i em pre  y  c uan do  no  h ub ie r e  
i n t e rpues to  c on t ra  e l  m i smo l os  rec u rs os  o rd ina r i os  p rev i s t os  en  es te  c ód igo .  
La  s o l i c i t ud  de  revoc a to r i a  de l  ac to  s anc iona to r i o  es  p roc eden te  aun  c uando  e l  s anc ionado  
haya  ac ud ido  a  l a  j u r i s d i c c i ón  c on tenc ios o -adm in is t ra t i va ,  s i em pre  y  c uando  no  s e  hub ie re  
p ro fe r i d o  s en tenc ia  de f i n i t i va .  S i  s e  hub ie re  p ro fe r i d o ,  pod rá  s o l i c i t a rs e  l a  revoc a to r i a  de  l a  
dec i s i ón  po r  c aus a  d i s t i n ta  a  l a  que  d io  o r i ge n  a  l a  dec i s i ón  j u r i s d i c c i ona l .  
La  s o l i c i t ud  de  rev oc ac ión  deber á  dec id i r l a  e l  f unc ion a r i o  c om pe ten te  den t ro  de  l os  t res  m es es  
s i gu ien tes  a  l a  f ec ha  de  s u  rec ibo .  De  n o  hac e r l o ,  pod r á  s e r  r ec us ado ,  c as o  en  e l  c ua l  l a  
ac tuac ión  s e rem i t i rá  i nm ed ia tam en te  a l  s uper i o r  f unc iona l  o  a l  f unc iona r i o  c om pe ten te  pa ra  
i nves t i ga r l o  p o r  l a  P r oc u ra dur ía  Gen era l  d e  l a  Nac ió n ,  s i  no  t uv ie re  s upe r i o r  f u nc iona l ,  qu ien  
l a  res o l ve rá  en  e l  t é rm ino  im pro r roga b le  de  un  m es  des ignando  a  qu ien  deba  reem p laza r l o .  
Cuand o  e l  rec us ado  s ea  e l  P roc u rador  Gen era l  de  l a  Nac ión ,  res o l ve rá  e l  V i c ep roc u rad or .  
  
ART ÍCULO 126 .  REQUIS ITOS PARA SOLICITAR LA  REVOCATORIA  DE LOS FALLOS.  La 
s o l i c i t ud  de  revoc a to r i a  s e  f o rm u la rá  den t ro  de  l os  c i nc o  años  s i gu ien tes  a  l a  f ec ha  de  
e jec u to r i a  de l  f a l l o ,  m ed ian te  es c r i t o  que  debe  c on tener :  
 1 .  E l  nom bre  c om p le to  d e l  i nves t i gado  o  d e  s u  de fe ns o r ,  c on  l a  i nd i c ac ión  de l  doc um en to  de 
i den t i dad  y  l a  d i rec c ión ,  que  pa ra  e fec tos  de  l a  ac tuac ión  s e  t end rá  c om o ún i c a ,  s a l vo  que  
opor t un am en te  s eña len  una  d i f e ren te .  
 2 .  La  i den t i f i c ac ión  de l  f a l l o  c uya  revoc a to r i a  s e  s o l i c i t a .  
 3 .  La  s us ten tac ión  exp r e s a  de  l os  m o t i vos  de  i nc on fo rm idad  re l ac ionados  c on  l a  c aus a l  de 
revoc a to r i a  en  que  s e  f un dam enta  l a  s o l i c i t ud .  
 La  s o l i c i t ud  que  no  reúna  l os  an te r i o res  requ i s i t os  se rá  i nadm i t i da  m ed ian te  dec i s i ón  que  s e  
no t i f i c a rá  pe rs ona lm en t e  a l  s o l i c i t an te  o  a  s u  de fens o r ,  qu ienes  t end rán  un  t é rm ino  de  c i nco 
d ías  pa ra  c o r r eg i r l a  o  c omp lem en ta r l a .  T rans c u r r i do  és te  s i n  que  e l  pe t i c i ona r i o  e f ec tua re  l a  
c o r rec c ión ,  s e rá  rec hazad a .   
ART ÍCULO 127 .  EFECTO DE  LA  SOLICITUD Y DEL  ACTO QUE LA RESUELVE.  N i  l a  pe t ic i ón 
de  rev oc a to r i a  de  u n  f a l l o ,  n i  l a  dec i s i ón  que  l a  res ue l ve  re v i v i rán  l os  t é rm inos  l ega les  pa ra  
e l  e j e rc i c i o  de  l as  ac c iones  c on tenc ios o -adm in i s t ra t i vas .  
 Tam poc o  da rán  l uga r  a  i n t e rpon er  r ec u rs o  a lguno ,  n i  a  l a  ap l i c ac ió n  de l  s i l enc io  
adm in i s t ra t i vo ” .  
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constitucionales, legales o reglamentarias en las que debería 

fundarse. Así lo establece el art ículo 124 de la Ley 734 de 2002 , 

modif icado por el artículo 49 de la Ley 1474 de 2011:  

 

“ (…) CAUSAL DE REVOCACIÓN DE LOS FALLOS 
SANCIONATORIOS.  En los casos referidos por las disposiciones 
anter iores,  los fal los sancionator ios,  los autos de archivo y e l fal lo  
absolutor io  son revocables sólo cuando inf r injan manif iestamente 
las normas const i tuc ionales,  legales o reglamentar ias en que deban 
fundarse. Igualmente cuando con el los se vulneren o amenacen 
manif iestamente los derechos fundamentales.  

 

Esta consagración normativa busca garantizar el debido proceso 

del discipl inado y previene el abuso de la potestad sancionatoria 

del Estado, sobre la base de que los derechos al non bis in ídem y 

la cosa juzgada no son absolutos y pueden ser l imitados cuando las 

circunstancias especiales del caso lo requieran 14.   

 

En conclusión, la f igura de la revocación directa del acto 

administrat ivo, incluido el acto administrat ivo discipl inario 

sancionatorio o fal lo discipl inar io, se constituye en una decisión 

unilateral de la administración en cumplimiento del deber que le 

asiste al Estado de revisar sus propios actos en la medida en que 

siempre deben encontrar sustento en el principio de legalidad, que 

implica su salida del mundo jurídico.  

 

4. Caso concreto 

 

Como motivo de apelación  la entidad demandada sostiene que la 

sentencia impugnada debe ser revocada porque considera que el  

hecho de presentarse la f igura de la pérdida de fuerza ejecutoria 

por la causal de decaimiento del acto administrat ivo,  al haber 

desaparecido los fundamentos de hecho y de derecho que dieron 

origen al acto de ejecución de una sanción discipl inaria no ge nera 

la nulidad del mismo, dejando claridad que la pérdida de fuerza 

                                                           
14 Co r t e  C ons t i t uc i ona l .  M.P .  Dr .  J a im e  Córdoba  T r i v i ñ o .  Sen tenc ia  C -01 4  de l  2 0  de  ene ro  d e  
2004 .  E xped ie n te  D -4 560 .   
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ejecutoria del acto administrat ivo, involucra la inejecutabil idad de 

la sanción discipl inaria a part ir de la decisión de revocatoria 

proferida por la Procuraduría General de la Nación y n o t iene 

efectos indemnizatorios o patrimoniales.  

 

Así las cosas, af irmó que no es juríd icamente viable reconocer 

como t iempo de servicio e l lapso comprendido desde la fecha de 

ret iro de los demandantes hasta el reintegro, así como el pago de 

los haberes dejados de percibir,  como quiera que el acto 

administrat ivo por medio del cua l se conf igura el decaimiento es 

vál ido y sus efectos son hacia el futuro.  

 

El Tribunal Administrat ivo de Santander accedió a las pretensiones 

de la demanda al considerar que si bien la pérdida de fuerza 

ejecutoria y el decaimiento t ienen efectos a futuro,  lo cierto es que 

en virtud de la nul idad procesal de todo lo actuado que se declara 

con fundamento en una situación   que ocurre mucho antes de la 

expedición del acto sancionatorio por violación al derecho 

fundamental al debido proceso, al incorporarse al  proceso 

discipl inario pruebas i l íc itas, dicha nulidad afecta por el minister io 

del artículo 145 del CDU a este acto sancionatorio que era el 

fundamento de la Resolución No. 1501 de 2011, desapareciendo 

todos los efectos que haya alcanzado a producir el act o 

sancionatorio, ente el los el de la desvinculación laboral y el no pago 

de salarios, prestaciones y demás emolumentos dejados de 

percibir.   

 

Para resolver la controversia, la Sala tendrá en cuenta el acervo 

probatorio al legado al proceso, cuya presunción de autenticidad no 

fue desvirtuada por las partes, el cual le permite tener por 

acreditados los siguientes hechos relevantes:  

 

4.1. Hechos probados 
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a) Solicitud de revocatoria directa: los actores Ronald Yesid 

Figueroa López15,  Fredy Gonzalo Rivera Mejía16,  José Antonio 

Ramos Guil len17,  y Paul Yesid Caballero Garcés18 sol ic itaron a la 

Procuraduría General de la Nación la revocator ia directa de la 

sanción interpuesta en el fal lo proferido dentro del proceso con 

radicado bajo el No. DEMAM-2011-1 emit ido por el jefe de la Of icina 

de control Interno Discipl inar io del Departamento de la Policía del  

Magdalena Medio.  

 

b)  Mediante auto del 23 de jul io de 2014 19,  la Procuraduría General 

de la Nación no accedió a la petición de revocatoria directa incoada 

por el señor Fredy Gonzalo Rivera Mejía.  

 

c) Revocatoria de la decisión disciplinaria: Mediante providencia 

del 05 de noviembre de 201420,  la Procuraduría General de la 

Nación ordenó revocar el fal lo discipl inario de primera instancia de 

fecha 04 de abri l  de 2011, proferido por la Of icina de Control  

Discipl inar io Interno del Departamento de Policía del Magdalena 

Medio, dentro del proceso discipl inar io DEMAM-2011-1,  y declaró 

la nulidad de todo lo actuado a part ir del auto de indagación 

prel iminar.  

 

d) A través de  Oficio del 04 de diciembre de 2014 21 la Procuraduría 

General de la Nación señaló que  la decisión tomada en la 

providencia del 05 de noviembre de 2014, cobijaba a todos los 

discipl inados, así :  

 

 “Así las cosas, ha de entenderse que la decis ión tomada por el  
señor procurador general de la Nación cobi ja a todos los 
discip l inados sancionados,  con el cual se garant iza el derecho a la 
igualdad.  
 

                                                           
15 Fs .  81 -94 .  
16 Fs .  95 -108 .  
17 Fs .  109 -128 .  
18 Fs .  129 -146 .  
19 Fs .  148 -149 .  
20 Fs .  150 -163 .  
21 Fs .  167 -168 .  
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Nótese que esta no es una revocator ia d irecta parcia l s ino total del  
fal lo sancionator io,  por lo que la medida cobi ja a la total idad de los 
impl icados, y en este orden, el juez discipl inar io deberá tomar  las 
determinaciones que en derecho correspondan respecto a todos los 
invest igados de manera integral” .  
 

e) Por medio de la Resolución No. 01274 del 09 de abril  de 2015, 

la Dirección General de la Policía Nacional declaró la pérdida de 

fuerza ejecutoria de la Resolución No. 01501 del 09 de mayo de 

2011.  

 

(f)  Mediante peticiones del 19 de abri l  de 2015, los actores  Ronald 

Yesid Figueroa López22,  Fredy Gonzalo Rivera Mejía23,  José Antonio 

Ramos Guil len24,  y Paul Yesid Caballero Garcés 25,  sol icitaron a la 

entidad demandada el pago de los salarios y prestaciones sociales 

dejadas de percibir desde el 09 de mayo de 2011 hasta el día en 

que se hiciera efect ivo el reintegro.  

 

(g) Con Oficio 183461/SEGEN-ARJUR 15.1 del 26 de junio de 

201526 la entidad demandada negó el pago de los salarios y 

prestaciones dejadas de percibir por los demandantes desde la 

fecha de ret iro hasta su reintegro ,  al determinar que el acto 

administrat ivo por medio del cual se conf igura el decaimiento es 

vál ido y sus efectos son hacia el futuro. 

 

(h)  Por otro lado, obra providencia del 01 de agosto de 2013, 

proferida por la Procuraduría General de la Nación , en el cual se 

revocó el fal lo discipl inario del 24 de noviembre de 2010, proferido 

al señor Arles Bonil la Pedreros,  y por medio de la Resolución No. 

04965 del 12 de diciembre de 2013, la entidad demandada ordenó 

la pérdida de fuerza ejecutoria de la Resolución No.  1052 del 05 de 

abri l  de 2011, y ordenó reconocer el t iempo de servic io de 120 días 

de suspensión y la cancelación de los haberes dejados de percibir 

                                                           
22 Fs .  176 -178 .  
23 Fs .  180 -182 .  
24 Fs .  184 -186 .  
25 Fs .  188 -190 .  
26 Fs .  205 -208 .  
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al señor Bonil la27.  

 

(i) Obra Decreto No. 0952 del 08 de mayo de 2012 “por el cual se 

declara la pérdida de fuerza de ejecutoria del Decreto 1253 del 22 

de abri l  de 200828 y se reintegrar a un Of icial de la Policía Nacional 

al servicio act ivo al señor subteniente Juan Carlos Tapiero 

Mart ínez. Así mismo, se al legó la Resolución No. 03340 del 04 de 

agosto de 200829 “por el cual se deja sin valor ni  efecto la 

Resolución No. 02034 del 16 de mayo de 2008 de la Dirección 

General de la Policía Nacional”,  se  ordenó el  reintegró al señor 

patrul lero Aloys Cleyverman Ortíz Parra y la devolución de los 

haberes y emolumentos dejados de percibir .   

 

4.2. Análisis de la Sala 

 

El artículo 91 del Código de Procedimiento Administrat ivo y de lo 

Contencioso Administrat ivo 30  est ipula que la pérdida de fuerza 

ejecutoria del acto administrativo  t iene lugar, entre otros 

motivos31,  cuando después de su expedición sobreviene la ausencia 

de obligatoriedad de su ejecución, porque desapareció la 

circunstancia de hecho o el fundamento de derecho necesario para 

su vigencia, s ituación que genera su decaimiento.  

 

De acuerdo con la citada norma, la pérdida de fuerza ejecutoria del 

acto administrat ivo ocurre cuando, después de su expedición,  

sobreviene la ausencia de obligatoriedad de ejecución por alguna 

de las causales al l í señaladas, entre el las, por la desaparici ón de 

                                                           
27 Fs .  209 -214 ;  217 -21 8 .  
28 Fs .  348 -349 .  
29 Fs .  350 -351 .  
30 Cód igo  Con tenc ios o  Admin i s t ra t i vo .  A r t í c u lo  91 .  “Sa l vo  no rm a exp r es a  en  c on t ra r i o ,  l os  
ac tos  adm in is t ra t i vos  en  f i rm e  s e rán  ob l i ga to r i os  m ien t ras  no  hayan  s i do  a nu lados  po r  l a  
j u r i s d i c c i ón  de  l o  c on tenc ios o  adm in i s t ra t i vo .  Pe rde r án  ob l i ga to r i eda d  y ,  po r  t a n to ,  no  podrá n  
s e r  e j ec u tados  en  l os  s i gu ien tes  c as os :  (…)  2° )  Cuando  des ap are zc an  s us  f undam entos  de 
hec ho  o  de  de rec ho .  (…) ” .  
31 Las  o t ras  c aus a les  que  es t i pu la  es ta  no rm a s on  l as  s i gu ien tes :  Po r  s us pens ión  p ro v i s i ona l ;  
c uando  a l  c ab o  de  5  añ os  de  es ta r  en  f i rm e ,  l a  adm in i s t rac ión  no  ha  rea l i zad o  l os  ac tos  que  
l e  c o r res pondan  pa r a  e jec u ta r l os ;  c uando  s e c um p la  l a  c ond i c i ón  res o lu t o r i a  a  que  s e 
enc uen t re  s om et i do  e l  ac to ;  c uando  p ie rda n  s u  v i ge nc ia .  
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sus fundamentos de hecho o de derecho.  

 

Así mismo, esta Sala32 ha indicado que el decaimiento del acto 

supone que este no podrá surt ir efectos hacia el futuro, desde el 

momento en que desaparecen sus fundamentos de derecho. No 

obstante, el lo no impide que pueda adelantarse el estudio de 

legal idad respectivo, pues el juicio de nulidad del acto es diferente 

al de la ejecutoriedad del acto. 

 

Ahora, la pérdida de ejecutoria opera automáticamente y hacia el 

futuro; no se requiere declaración judicia l;  basta el 

desaparecimiento de las circunstancias de hecho o los 

presupuestos de derecho en que se basaron los actos 

administrat ivos, y que se requerían para su existencia para que 

dejen de surt ir efectos. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho 

lo siguiente:  

 

«[…] en relación con la pérdida de fuerza ejecutor ia del acto 
administrat ivo por desapar ic ión de los fundamentos de der echo que 
lo sustentaban, la jur isprudencia 33 y la doctr ina especia l izada 34 han 
dicho reiteradamente que opera ipso iure,  esto es,  que no requiere 
ser declarada ni en sede administrat iva ni mucho menos en sede 
judicia l ,  pues,  inc luso, no puede sol ic i tarse al juez contencioso 
administrat ivo porque no existe una acción autónoma que  lo permita 
(recuérdese que el decaimiento del acto administrat ivo no 
const i tuye causal de nul idad del mismo 35) .  Su anál is is puede 
hacerse en la vía judicial ,  de manera excepcional,  cuando, por 
ejemplo,  para evitar  la ejecución forzosa se interpone la excep ción 
de pérdida de fuerza ejecutor ia» 36.  

 
 

                                                           
32 Cons e jo  de  Es tado -  Sa la  de  l o  Con te nc ios o  Adm in is t ra t i vo -  Sec c ión  Segunda -  Subs ec c ión  
"A " -  c ons e je ro  pon en te :  Ra fae l  F ra nc i s c o  Suárez  Vargas ,  s en tenc ia  de l  doc e  (12 )  d e  
nov iem bre  de  dos  m i l  ve in t e  (2020 ) ,  r ad i c ac ión  núm ero :  63001 -23 -3 3 -0 00 -20 14 -0 0244 -
01 (29 91-1 6 ) .  
33 A l  res pec to :  Sen tenc ias  de l  8  de  m ayo  de  200 8 ,  exped ie n te  0048 7 -0 1 .  C .P .  Cam i l o  
A rc i n i egas ,  de l  3  de  agos to  de  2000 ,  e xped i en te  5 722 ,  C .P .  O lga  I nés  Nava r re te  y  22  de  
nov iem bre  de  200 7 ,  e xpe d ien te  7430 - 05  J a im e  More no  Garc ía .  
34 Pueden  c ons u l t a rs e ,  en t re  o t ros ,  Gord i l l o ,  Agus t í n .  T ra tado  de  D erec ho  A dm in i s t ra t i vo .  
Pa r t e  Es pec ia l .  1 ª  ed i c i ón  c o lom b iana  1998 .  Ed i t o r i a l  B ib l i o t ec a  J u r íd i c a  D i k e .1998 ;  B ie l s a ,  
Ra fae l .  Derec ho  Adm in i s t ra t i vo .  Tom o I I .  Sexta  Ed i c ión .  Ed i t o r i a l  La  l ey .  B uenos  A i res .  1980 .  
35 En es te  s en t i do ,  pueden  c ons u l t a rs e  l as  s en tenc ias  de l  30 de  enero  de  2004 ,  expe d ien t e  
7397 ,  C .P .  Gabr i e l  Eduard o  Mend oza  Mar t e l o  y  de l  5  de  j u l i o  de  200 6 ,  e xped i en te  21051 ,  C .P .  
Ru th  S te l l a  Cor rea  Pa lac i o .  
36 T -152  de  200 9  
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A su vez, esta Sección indicó 37 que la jurisprudencia y la doctrina, 

han desarrol lado la inst i tución del «decaimiento del acto 

administrat ivo», haciéndola consist ir  en una « “ext inción” del acto 

acusado, que t iene ocurrencia cuando se presentan circunstancias 

que comportan la desaparición de los fundamentos jurídicos del 

respectivo acto administrat ivo». 38 

 

En el sub judice, examinadas las pruebas relacionadas 

anteriormente, se t iene que mediante providencia del 05 de 

noviembre de 2014 39,  la Procuraduría General de la Nación ordenó 

revocar el fal lo discipl inar io de primera instancia de fecha 04 de 

abri l  de 2011, proferido por la Of icina de Control Discipl inario 

Interno del Departamento de Policía del Magdalena Medio, den tro 

del proceso discipl inario DEMAM-2011-1, y así mismo, declaró la 

nulidad de todo lo actuado a part ir del auto de indagación 

prel iminar. La anterior decis ión se basó en lo siguiente:  

 

“ (…) 
En el presente caso se vis lumbra que la Of ic ina de Control  
Discip l inar io Interno DEMAM, recibió las declaraciones de los 
ciudadanos ANDRES DAVID LÓPZ VEGA, ROBET ALEXANDER 
MÉNDEZ MENDOZA, DAVIR LEONARDO BECERRA GUAMAN, 
JOSE SENEN OVIEDO MANRIQUE, JHONATNS MECADO 
ALQUICHIRE y OSCAR ROJAS RIAÑO, sin exist ir  auto inter locu tor io 
que decretara dichas pruebas, pract icadas antes de proferirse e l  
auto de indagación prel iminar y d icho auto se l imitó a decir  que se 
conval idaban las mismas.  
 
El auto de ci tación a audiencia y el fal lo discipl inar io de pr imera 
instancia se encuentran  fundados en estas pruebas que se 
conf iguran como inexistentes,  pues se pract icaron fuera de la 
actuación disc ipl inar ia y sin formalidades sustancia les que 
establece el Código Único Discip l inar io.  
 
Toda vez que el acto administrat ivo content ivo de auto de c i tación 
a audiencia se encontraba vic iado, porque no cumplía con los 
requisi tos sustanciales para profer ir  pl iego de cargos, la ampliac ión 

                                                           
37 Sec c ión  s egunda ,  Subs ecc ión  B .  Sen tenc ia  de  15  de  nov iem bre  de  2007 ,  c ons e je ra  pone n te  
Ber t ha  Luc ía  Ram í re z  de  Páez ,  rad i c ado  76 001 - 23 - 31 -00 0 -20 04 - 0380 4 -01  (02 64 -20 07) .  
38 Cons e jo  d e  Es tado ,  Sa la  de  l o  C on tenc ios o  Adm in i s t ra t i vo ,  Sec c ión  P r im era ,  Sen tenc ia  de  
1  de  agos to  de  1991 ,  Rad .  949 ,  c ons e je ro  ponen te  Migue l  Gon zá le z  Rodr í guez  « i )  po r  l a  
de rog a to r i a  o  m od i f i c ac ión de  l a  no rm a l ega l  en  l a  qu e  s e  f undó  e l  ac to ,  i i )  po r  l a  dec la ra to r i a  
de  i ne xeq u ib i l i dad  de  l a  no rm a que  l e  s i r ve  de  f undam ento ;  i i i )  po r  l a  dec la ra to r i a  de  nu l i dad  
de l  ac to  adm in i s t ra t i vo  de  c a rác te r  gene ra l  en  q u e  s e  bas a  l a  dec i s i ón  adm in is t ra t i va  de  
c on ten ido  pa r t i c u la r  o  i nd i v i dua l» .  
39 Fs .  150 -163 .  
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de los test imonios cuest ionados como se surt ieron en la poster ior 
etapa de descargos no le son apl icables los pr inc i pios de la 
conval idación.  
 
De manera que al profer irse el auto de citación a audiencia sin darse 
los requisi tos sustanciales contemplados en los art ículos 163 y 175 
de la Ley 734  de 2002 y fundamentándose en pruebas inexis tentes 
se vulneró de manera f lagrante los derechos fundamentales de 
defensa, contradicción y debido proceso de los sancionados.  
 
Por lo anter ior  este despacho considera necesar io revocar  
directamente en su integr idad el fal lo  sancionator io de pr imera 
instancia y a t ítulo de decisión correspondiente,  conforme lo señala 
el ar t ículo 123 de la Ley 734 de 2002, se declarará la nul idad de lo 
actuado a part ir  del auto de indagación prel iminar” .  

 

Posteriormente, mediante Of icio del 04 de diciembre de 2014 40,  la 

Procuraduría General de la Nación indicó que la anterior decisión 

cobijaba a todos los discipl inados sancionados.  

 
 

Conforme a lo anterior, por medio de la Resolución No. 01274 del 

09 de abri l  de 2015, la  Dirección General de la Policía Nacional 

declaró la pérdida de fuerza ejecutoria de la Resolución No. 01501 

del 09 de mayo de 2011. Al respecto consideró:  

 

“ (…) 
Que mediante Resolución No. 1501 del  09 de mayo de 2011, se 
ejecutó la sanción discipl inar ia de Dest i tución e Inhabi l idad General  
por el termino de diecis iete (17) años impuesta al señor patrul lero 
(hoy ret irado) RONALD YESSID FIGUEROA LÓPEZ, (…)Desti tución 
e Inhabi l idad General por el término de t rece (13) años, impuesta al 
señor patrul lero (hoy ret irado) FREDY GONZALO RIVERA MEJÍA 
(…),  Dest i tución e Inhabi l idad general por el termino de d iez (10)  
años, impuesta a los señores patrul leros (hoy ret irado) PAUL YECID 
CABALLERO GARCÉS (…) y patrul lero (hoy ret irado) JOSÉ 
ANTONIO RAMOS GUILLEN (…), de acuerdo a lo establecido en el 
fal lo discipl inar io de pr imera instancia de fecha 04 de abr i l  de 2011, 
emit ido por el jefe de la Of ic ina de Control Disc ipl inar io Interno del  
Departamento de Pol ic ía Magdalena Medio,  dentro del proceso 
discip l inar io No. DEMAM-2011-1.  
 
Que el procurador general de la Nación,  mediante providencia de 
fecha 05 de noviembre de 2014, resuelve “Pr imero. Revocar el fal lo 
discip l inar io de pr imera instancia de fecha 04 de abr i l  de 2011 (…).  
 
 
Que al haber sido revocada la decisión en refe rencia,  

                                                           
40 Fs .  167 -168 .  
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desaparecieron los fundamentos de hecho que mot ivaron el acto 
administrat ivo de ejecución (Resolución No. 01501 del 09 de mayo 
de 2011),  por tal  mot ivo este quedó sin efectos jur ídicos al 
conf igurarse el numeral 2º del ar t ícu lo 91 de la Ley 1437 del  18 de 
enero de 2011.  
 
(…) 
 

RESUELVE 
 

ARTÍCULO 1º.  Declarar la pérdida de fuerza ejecutor ia de la 
Resoluc ión No. 01502 del 09 de mayo de 2011, por la cual se 
ejecutó la sanción de Dest i tución e Inhabi l idad general  por el 
término de diecis iete (17) años impuesta al señor patrul lero (hoy 
ret irado) RONALD YESSID FIGUEROA LÓPEZ, (…)Dest i tución e 
Inhabi l idad General por el término de t rece (13) años, impuesta al 
señor patrul lero (hoy ret irado) FREDY GONZALO RIVERA MEJÍA 
(…),  Dest i tución e Inhabi l idad general por el termino de d iez (10)  
años, impuesta a los señores patrul lero (hoy ret irado) PAUL YECID 
CABALLERO GARCÉS (…) y patrul lero (hoy ret irado) JOSÉ 
ANTONIO RAMOS GUILLEN (…), de acuerdo a lo resuelto mediante 
providencia de revocator ia directa de fecha 05 de noviembre de 
2014, emit ida por el procurador general de la Nación.  
 
ARTÍCULO 2º.  Reintegrar al servic io act ivo de la Pol ic ía Nacional a 
los señores Patrul lero (R) RONALD YESSID FIGUEROA LÓPEZ (…), 
Patrul lero (R) FREDY GONZALO RIVERA MEJÍA (…),  Patrul le ro (R) 
PAÚL YECID CABALLERO GARCÉS (…), y Patrul lero (R) JOSÉ 
ANTONIO RAMOS GUILLEN (…)”.  

 

Así se t iene, que si e l procurador general de la Nación decidió 

revocar lo decidido en el fal lo discipl inario de primera instancia , es 

evidente que en esta oportunidad se está ante la presencia del  

decaimiento del acto administrat ivo  que ordenó la ejecución de la 

sanción discipl inaria , como lo ordenó el anterior acto 

administrat ivo, que conlleva la pérdida de su fuerza ejecutoria y c on 

el lo su salida del mundo jurídico precisamente por las razones que 

fueron invocadas por la autoridad discipl inar ia , que no son otras 

que la transgresión al debido proceso y al derecho de defensa al 

haberse fundamento en pruebas inexistentes. 

 

Por lo tanto, al haberse revocado la decisión de primera instancia 

dentro del proceso discipl inario DEMAM-2011-1 proferido por la 

Of icina de Control discipl inar io interno de la Policía Nacional ,  el 

acto administrat ivo que ejecutó la sanción discip l inaria de 

destitución e inhabil idad impuesta a los demandantes, esto es la 
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Resolución No. 01501 del 09 de mayo de 2011,  pierde su ef icacia 

jurídica pues desaparecen los soportes de derecho que le sirven de 

sustento. 

 

En este punto, vale la pena traer a colación lo señalado por  esta 

sección41 respecto de la conexidad de las decisiones sancionatorias 

discipl inarias y los actos que la ejecutan : 

 

“La jur isprudencia del Consejo de Estado, en los casos en que se  
controvier te la legal idad de sanciones de naturaleza discipl inar ia,  
ha admit ido de manera consistente la existencia de una ínt ima 
conexidad entre los actos administrat ivos que concluyen la 
actuación administrat iva sancionator ia,  esto es, los fal los 
sancionator ios propiamente dichos y los actos que con posterior idad 
pudiera expedir  la administración para hacer efect iva la respect iva 
sanción.  
 
Dicha conexidad está dada el hecho de que el acto de ejecución 
encuentra su causa en los actos sancionator ios expedi dos por la  
autor idad discip l inar ia,  s in que el lo signif ique que formen un todo o 
una unidad toda vez que, el pr imero de el los esto es,  el  de ejecución 
no crea, modif ica o ext ingue situación jur íd ica alguna del  
discip l inado. Empero,  al  ser declarada la nul i dad de los actos 
sancionator ios,  los actos de ejecución pierden su ef icacia jur íd ica 
pues desaparecen los soportes de derecho que le sirven de 
sustento.  
 
De lo anter ior  se col ige,  que a pesar de que la orden de dest i tución 
del actor en el cargo de Controlador del Tránsito Aéreo fue profer ida 
por la Procuradur ía General de la Nación,  le corresponde al  
nominador (Unidad Administrat iva Especia l Aeronáut ica Civi l )  
reintegrar lo a dicho cargo o a otro de igual o super ior  categoría y 
el pago de las acreencias labo rales,  pues en el presente asunto al 
ser declarado nulo el acto sancionator io,  el  efecto lógico es que 
debe ser restablecido en la total idad de los derechos de los cuales 
se vio pr ivado durante el ret iro del cargo, su si tuación debe 
retrotraerse a la que tenía al momento en que fue ejecutada la 
sanción disc ipl inar ia de dest i tución,  es decir  como si no hubiera 
sido separado del servic io” .  

 

Pues bien, habida cuenta de que la inst i tución de la revocator ia 

directa se constituye en una de las maneras de ext ingui r el acto 

administrat ivo, es decir,  de dejarlo sin efectos en la medida en que 

                                                           
41 Cons e jo  de  Es tado -  Sa la  de  l o  C on tenc ios o  Adm in i s t ra t i vo -  Sec c ión  Segund a -Subs ec c ión  
"A " -  c ons e je ro  ponen te :  A l f ons o  Vargas  R inc ón -  s en tenc ia  de l  doc e  (12 )  de  m ayo  de  dos  m i l  
c a to rc e  (2014) -  rad i c ac ión  núm ero :  08001-23 -31 - 000 -2000 -023 31 - 01 (0 360 -09 ) .  
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se suprime del mundo jurídico, el lo se traduce en que se crea una 

situación jurídica diferente a la del acto que se revocó, que surge 

a part ir de esa revocatoria y que destruye toda consecuencia futura 

del acto inicial.  

 

En conclusión, el decaimiento del acto administrat ivo como causal 

de su pérdida de fuerza ejecutoria, opera en forma excepcional y 

para que se conf igure es necesario que desaparezcan las 

circunstancias de hecho o  los presupuestos de derecho en que se 

fundamentó y que se requerían para su existencia; situación que se 

presenta cuando el acto administrat ivo  fal lo discipl inario es 

revocado42.  

 

Así las cosas, se advierte que en el presente caso la Procuraduría 

General de la Nación revocó la decisión discipl inaria de primera 

instancia que había impuesto la sanción de destitución e 

inhabil idad,  por violación al derecho a la defensa y el debido 

proceso de los aquí actores, y en consecuencia ordenó la nulidad 

de todo lo actuado hasta el auto de indagación prel iminar . Por lo 

tanto, los fundamentos de hecho y de derecho que dieron lugar a la 

expedición de la Resolución No. 01501 del 09 de mayo de 2011 que 

ejecutó en su momento la sanción discipl inaria, habían 

desaparecido, por lo que efect ivamente se produjo la pérdida de 

ejecutoria de dicho acto, tal como lo d ispuso la entidad demandada 

en la Resolución No. 01274 del 09 de abri l  de 2015 . 

 

Ahora bien,  la consecuencia inmediata de una decisión de 

revocator ia 43 - respecto de la cual no hay discusión  sobre su 

legal idad dentro del presente proceso -, es que el acto revocado 

desaparece de la escena jurídica, de manera que si éste suspendió 

o privó el disfrute de un derecho (el pago de salarios y demás 

                                                           
42 Cons e jo  de  Es tado -  Sa la  De  Lo  C on tenc ios o  Adm in is t ra t i vo -  Sec c ión  Segunda -  Subs ec c ión  
“A ”  -  c ons e je ro  pone n te :  Gabr i e l  Va lbue na  Her nánd ez -  s en tenc ia  de l  ve in t i t ré s  (23 )  de  ener o  
de  dos  m i l  ve in t e  (2020 ) -  r ad i c ac ión  núm ero :  11001 - 03 -25 -000 -20 11 -0 0341 -00 ( 1292- 11 ) .  
43 dec i s i ón  d i sc i p l i na r i a  de l  04  de  ab r i l  de  2011 ,  e l  cua l  s e  e jec u tó  m ed ian te  Res o luc ión  No .  
01501  de l  0 9  de  m ayo  de  2011 .  
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emolumentos propios),  al revocarse aquél , quedó sin sustento la 

desvinculación del cargo, y por ende, debe garantizarse plenamente 

la situación de quienes se vieron afectados por dicha decisión. 

 

En otras palabras, revocada la decisión discip l inaria de primera 

instancia, cesaron las razones del ret i ro del servicio, lo que imp onía 

a la entidad demandada la obligación de volver las cosas al estado 

anterior,   toda vez que las circunstancias de derecho que soportan 

el acto de desvinculación del servic io, dejaron  de exist ir.  

 

De lo expuesto se colige, que la entidad demandada no solo debía 

reintegrar a los actores a los cargos de patrul leros , como 

efect ivamente lo ordenó, sino que también procedía  el pago de las 

acreencias laborales, pues en el presente asunto al haberse 

revocado la decisión discipl inar ia, el nominador ha debido, rest i tuir  

a los afectados la plenitud de los derechos de los cuales se vieron 

privados durante el ret i ro del cargo, de modo que, debía 

restablecerse, no solo el vínculo laboral sino todos los derechos 

que de esta relación emanan, de los cuales eran t i tulares al  

momento en que fue ejecutada la sanción discipl inaria de 

destitución, es decir ,  como si no hubieran sido separados del 

servic io.  

 

Igualmente, como lo ha precisado esta Sección, si b ien no existe 

una norma que expresamente ordene el pago de salarios y 

prestaciones sociales dejadas de percibir con ocasión de la 

suspensión o destitución del cargo por virtud de una orden o 

autoridad competente, no se puede dejar de lado que el  legisl ador 

ha dispuesto que en los eventos en los cuales en el trámite de una 

invest igación discipl inaria se haya ordenado la destitución del 

cargo del investigado y la misma sea revocada o declarada nula o 

de terminación del proceso, el implicado t iene derecho al reintegro 

y al pago de los salarios y prestaciones dejados de devengar por 

dicho lapso, como por ejemplo se establece en el artículo 158 de la 



 
Radicado:  68001-2 3 -33 -0 00 -20 15-0 1143 -01   

Núm ero  in terno:  3551-20 18  
Dem andante :  Rona ld  Yes id  F igue roa  L ópe z  y  o t ros  

 

 

 

 

Ca l l e  12  No .  7 -6 5  –  Te l :  (57 -1 )  3 50 - 6700  –  Bogo tá  D .C .  –  Co lom b ia   
www.c ons e jodees tado .go v . c o  

 
 

28 

Ley 734 de 200244.  

 

Por otro lado, es del caso analizar el  otro argumento expuesto en 

el recurso de alzada alegado por la entidad recurrente respecto de 

que no se vulneró el principio de igualdad  a los actores como lo 

señaló el Tribunal, ya que siempre actuó de acuerdo con lo 

establecido en la Constitución y la Ley.  

 

Al respecto, el a quo  en la sentencia impugnada señaló que dentro 

del proceso se probó que en otros casos  similares,  en que se 

ordenó la revocatoria de la sanción discipl inaria a uniformados de 

la inst i tución, la Policía Nacional expidió un acto administrat ivo en 

el que declaró la pérdida de fuerza ejecutoria de la resolución que 

ejecutaba dicha sanción, y en consecuencia ordenó además del 

reintegro, el  pago de los salarios y prestaciones dejadas de percibir  

por éstos, como obra a fol ios 217 a 218 y 348 a 351.  

 

Ahora bien, para la Sala el entendimiento del derecho a la igualdad 

es aquel que exige un trato igual para iguales, es decir,  compatible 

con la situación de cada individuo.  Por el lo, son unánimes la 

jurisprudencia y la doctrina constitucionales en cuanto admiten que 

la igualdad, desde su concepción material,  no impide que se ofrezca 

un tratamiento diferente, sólo que éste debe contar con una 

just i f icación objet iva y razonable que el imine cualquier forma de 

discriminación.  

 

Así las cosas, e l artículo 13 de la Constitución Polít ica regula dos 

dimensiones del derecho a la igualdad:  ( i)  la formal o ante la ley, 

que se fundamenta en que todas las personas nacen l ibres e iguales 

ante la ley, y por ende deben recibir la misma protección y t rato d e 

las autoridades, y gozar de los mismos derechos, l ibertades y 

                                                           
44 Cons e jo  de  Es tado -  Sa la  de  l o  C on tenc ios o  Adm in i s t ra t i vo -  Sec c ión  Segund a -Subs ec c ión  
"A " -  c ons e je ro  ponen te :  A l f ons o  Vargas  R inc ón -  s en tenc ia  de l  doc e  (12 )  de  m ayo  de  dos  m i l  
c a to rc e  (2014) -  rad i c ac ión  núm ero :  08001-23 -31 - 000 -2000 -023 31 - 01 (0 360 -09 ) .  
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oportunidades sin ninguna clase de discriminación;  y ( i i )  la material 

o de trato, según la cual el Estado debe adoptar medidas posit ivas 

para superar las desigualdades de grupos que histórica mente han 

sido discriminados, y de aquellas personas que se encuentran en 

una situación de debil idad manif iesta 45.  

 

Con el objet ivo de determinar cuándo existe una vulneración del 

derecho a la igualdad, bien sea en su modalidad formal o material, 

es necesario precisar si  ante situaciones iguales se otorga un trato 

diferente, sin just i f icación alguna, o por el contrario, si a personas 

o circunstancias dist intas se les brinda un trato igual.   

 

Para el efecto, la jurisprudencia constitucional 46 ha diseñado el test 

integrado de igualdad, compuesto por tres etapas de análisis a 

saber: ( i ) determinación de los criter ios de comparación, esto es, si 

se trata de sujetos de la misma naturaleza, ( i i)  def inir si  existe un 

trato desigual entre iguales o igual entre desigua les y, ( i i i )  conclu ir 

si la diferencia de trato está just i f icada constitucionalmente.  

 

Igualmente, la Corte Constitucional ha precisado que el  derecho a 

la igualdad es un mandato complejo, bajo los siguientes términos:   

 

«[…] De acuerdo con el ar t ículo 13 Super ior ,  comporta un conjunto 
de mandatos independientes y no s iempre armónicos,  entre los que 
se destacan ( i)  la igualdad formal o igualdad ante la ley,  relacionada 
con el carácter general y abstracto de las disposiciones n ormat ivas 
dictadas por el Congreso de la Repúbl ica y su apl icac ión uniforme 
a todas las personas; ( i i )  la prohibic ión de discr iminación,  que 
exc luye la legit imidad const i tucional de cualquier acto (no solo las 
leyes) que involucre una dist inción basada en mot ivos def inidos 
como prohibidos por la Const i tución Pol ít ica,  el  derecho 
internacional de los derechos humanos, o bien,  la prohib ic ión de 
dist inc iones ir razonables;  y ( i i i )  e l  pr incipio de igualdad mater ial ,  
que ordena la adopción de medidas af irmat ivas para asegurar la 
v igencia del pr inc ipio de igualdad ante circunstancias fáct icas 
desiguales.  [ . . . ]» 47 

 

                                                           
45 Co r t e  Cons t i t uc i ona l .  Sentenc ia  T -629  de l  13  de  ago s to  de  2010 .  Mag i s t rado  Ponen te :  J uan  
Car l os  Hena o  Pérez .  Re fe renc ia :  e xped i en te  T -23 84 611 .  
46 i b i dem .   
47 Sen tenc ia  C -178  de l  6  de  m arzo  de  2014 .  Mag i s t rad a  Ponen te :  Ma r í a  V i c t o r i a  Ca l l e  Co r re a .  
Re fe renc ia :  e xp ed ien te  D - 9874 .  
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Conforme a lo anterior, en el  presenten caso se encuentra lo 

siguiente:  

 

( i) Determinación de los criterios de comparación, esto es, si se 

trata de sujetos de la misma naturaleza : se trata de sujetos 

vinculados a la Policía Nacional (en diferentes grados 

subintendentes y patrul leros),  respecto de los cuales se les impuso 

una sanción discipl inaria y ésta fue revocada, por lo que en 

consecuencia, se declaró la pérdida de la fuerza ejecutoria del acto 

que ejecutaba la sanción discipl inar ia.  

 

( i i )  Def inir si existe un trato desigual entre iguales o igual entre 

desiguales: en este caso se encuentra probado que e xiste un trato 

desigual entre iguales, pues en los procesos discipl inarios que 

fueron adelantados en contra de los uniformados48 señores Juan 

Carlos Tapiero Martínez, Ar les Bonil la Pedreros y Aloys Cleyverman 

Ortíz Parra al servicio de la Policía Nacional  fueron revocados y por 

lo tanto se decidió la pérdida de ejecutoria de los actos 

administrat ivos que ejecutaban la sanción, y a su vez se ordenó no 

solo el reintegro al cargo que desempeñaban, sino, además, el 

reconocimiento y pago de las prestaciones sociales dejadas de 

percibir desde el ret iro del servic io hasta la fecha de su reintegro.  

 

A diferencia de los acá demandantes, Ronald Yesid Figueroa López, 

Fredy Rivera Mejía, José Antonio Ramos Guil l en y Yesid Paul 

Caballero Garcés f rente a los cuales se advierte que también eran 

uniformados de la Policía Nacional,  se les revocó la sanción 

discipl inaria, se declaró la pérdida de ejecutoria del acto 

administrat ivo que ejecutaba la sanción, se ordenó su  reintegro, 

pero no el pago de salarios y prestaciones por el t iempo que 

estuvieron separados del cargo.  

 

                                                           
48 Fs .  217  a  218  y  348  a  35 1 .  
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( i i i )  Concluir s i  la diferencia de trato está just i f icada 

constitucionalmente: en este caso no encuentra la Sala una debida 

just i f icación para este trato desigual,  ya que el sustento que tuvo 

la entidad como se desprende del Of icio  No. S-20151826461-

SEGENARJUR-15.1 del 26 de junio de 2015,  proferida por el  

secretario general  de la Policía Nacional,  para negar  el pago de 

salarios y prestaciones sociales a los actores, es que el acto 

administrat ivo por medio del cual se conf igura el decaimiento es 

vál ido y sus efectos son hacía el futuro. Lo anterior, contradice el 

tratamiento que dio la administración a los actores f rente a los 

casos similares de otros uniformados,  como los ya anotados.  

 

Así las cosas, como lo indicó el a quo ,  si hubo un trato desigual a 

la situación de los actores f rente al pago de salarios y prestaciones 

sociales con ocasión de la pérdida de fuerza ejecutoria del acto 

administrat ivo que ejecutaba la sanción discipl inar ia  y la cual fue 

revocada por la autoridad discipl inar ia . 

 

4. Conclusión  

Por los anteriores motivos se conf irmará la decisión del Tribunal 

Administrat ivo de Santander que accedió a las súpl icas de la 

demanda instaurada por los señores Ronald Yesid Figueroa López, 

Fredy Rivera Mejía, José Antonio Ramos Guil len y Yesid Paul 

Caballero Garcés contra la Nación- Ministerio de Defensa Nacional -  

Policía Nacional,  por los motivos expresados en esta providencia.  

 

5. Condena en costas de segunda instancia  

 

En lo que se ref iere a las costas, esta Subsección en sentencia del 

7 de abri l  de 2016 49,  concluyó que en vigencia del CPACA la 

legislación avanzó de un criterio subjet ivo a uno objet ivo valorat ivo.  

                                                           
49 Rad .  13001 -23 - 33 - 000- 20 13 -00 022 - 01  (1 291 - 2014 ) ,  ac to r :  J os é  F ranc i s c o  Guer re ro  Bard i ,  
c ons e je ro  pone n te :  W i l l i am  Hernánd ez  Góm ez.   
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En el presente caso no hay lugar a imponer condena en costas a la 

parte demandada conforme al numeral 8 del artículo 365 del Código 

General del Proceso, toda vez que, aunque la providencia recurrida 

fue conf irmada, la parte demandante no presentó alegatos de 

conclusión en esta instancia.  

 

6. Reconocimiento de personería.  

 

A fol ios 470 a 474 del proceso obra memorial presentado por la  

entidad demandada mediante el cual otorga poder a la abogada 

Geisel Rodgers Pomares, identif icada con tarjeta profesional 

176.340 del C.S. de la J.,  por lo que se le reconocerá personería 

para actuar conforme al poder otorgado.  

 

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo 

Contencioso Administrat ivo, Sección Segunda, Subsecció n A, 

administrando just icia en nombre de la República y por autoridad 

de la Ley,  

F A L LA: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR  la  sentencia de 19 de abri l  de 2018, 

proferida por el Tribunal Administrat ivo de Santander que accedió a 

las pretensiones de la demanda de nulidad y restablecimiento del 

derecho presentada por los señores RONALD YESID FIGUEROA 

LÓPEZ, FREDY RIVERA MEJÍA, JOSÉ ANTONIO RAMOS GUILLEN 

y YESID PAUL CABALLERO GARCÉS contra LA NACIÓN- 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL, de 

acuerdo con lo expuesto en  la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO:  Sin costas en esta instancia.  

 

TERCERO. RECONOCER personería a la abogada Geisel Rodgers 

Pomares con tarjeta profesional 176.340 del C.S. de la J. ,  como 
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apoderada de la Nación- Ministerio de Defensa Nacional - Policía 

Nacional conforme al memorial obrante a fol ios 470 a 474. 

 

CUARTA.  Ejecutor iada esta decisión, devolver el  expediente al 

Tribunal de origen, previas las anotaciones pert inentes en el 

programa «SAMAI».  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

Esta providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de 

la fecha.  

 
 
 
 
 

 
GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ 

Firmado Electrónicamente 
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